OPINIÓN Nº 049-2008/DOP

Entidad:


Gobierno Regional de Loreto

Asunto:
Modificación del plazo de un contrato de obra
Referencia:


Oficio Nº 2609-2007-GRL/GRI
Oficio Nº 2715-2007-GRL/GRI
1.
ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, el Gerente Regional de Infraestructura del Gobierno Regional de Loreto, en adelante la “Entidad”, consulta si es posible modificar el plazo de un contrato de obra.
Al respecto, se advierte que la consulta presentada ha sido formulada realizando una descripción detallada de un supuesto concreto. No obstante, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en lo sucesivo “la Ley”), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en lo sucesivo “el Reglamento”) y el numeral 26º del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública.
En este sentido, la presente consulta, aún cuando ha sido formulada en términos específicos, será absuelta de forma general, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
Asimismo, cabe anotar que las competencias atribuidas a este Consejo Superior se encuentran referidas a la interpretación y/o aplicación de la normativa nacional que rige los contratos del Estado, no siendo de su competencia interpretar disposiciones o supuestos enmarcados en convenios celebrados con organismos internacionales. 
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

En este contexto, la Entidad consulta:
¿Es posible modificar el plazo de ejecución bajo los argumentos expuestos precedentemente? ¿La solicitud del contratista estaría resultando extemporánea si se tiene en cuenta que el plazo de ejecución se inició el 6 de julio de 2007 y la fecha de la solicitud fue el 16 del mismo mes y año?

2.1
Según lo establecido en el artículo 36º de la Ley, el contrato puede incorporar modificaciones, siempre que no impliquen variación alguna de las características técnicas, objeto, plazo, calidad, precio y condiciones ofrecidas en el proceso de selección.
El mencionado dispositivo parte por admitir la posibilidad de que un contrato del Estado sea modificado, siempre que ello no implique variar los aspectos sustanciales del mismo. Ello tiene por finalidad proteger los intereses de todos los actores involucrados en el sistema, quienes verían afectadas sus expectativas si se permitiera la variación discrecional de aquellas condiciones de participación que, en unos casos, pudieron generar la decisión de un proveedor de no participar en el proceso de selección o que, en otros casos, pudieron motivar que las propuestas de los proveedores sean desestimadas por incumplimiento de las condiciones del proceso.

En ese sentido, si bien la normativa de contrataciones públicas permite la incorporación de modificaciones al contenido del contrato, éstas no pueden versar sobre los aspectos fundamentales que motivaron la selección del postor adjudicado
 tales como el objeto, plazo, características técnicas, precio, entre otras, en cumplimiento de los principios de transparencia, libre competencia y trato justo e igualitario de postores.

De otro modo, la variación de los aspectos sustanciales del contrato podría evidenciar una prerrogativa injustificada para el contratista o una definición deficiente del requerimiento de la Entidad, lo cual se pretendería subsanar en una oportunidad que no corresponde.
2.2
Sin perjuicio de lo señalado, el artículo 42º de la Ley admite que el plazo del contrato pueda ser ampliado, siempre que el contratista lo solicite en virtud de atrasos y/o paralizaciones ajenos a su voluntad, atrasos en el cumplimiento de sus prestaciones por causas atribuibles a la Entidad contratante, y por caso fortuito o fuerza mayor debidamente comprobados que modifiquen el calendario contractual.


Complementando lo anterior, en virtud del artículo 232º del Reglamento, sólo procede la ampliación del plazo del contrato en los siguientes casos:

a) Cuando se apruebe el adicional, siempre y cuando afecte el plazo;
b) Por atrasos o paralizaciones no imputables al contratista;

c) Por atrasos o paralizaciones en el cumplimiento de la prestación del contratista por culpa de la Entidad; y,

d) Por caso fortuito o fuerza mayor.

Es de notarse que las ampliaciones de plazo presuponen la ausencia de dolo o culpa en el contratista que pudieran haber originado el retraso en la ejecución de sus prestaciones. Vale decir, para que pueda reconocerse válidamente una ampliación de plazo es necesario que previamente se determine: a) Que el evento ha afectado el cumplimiento oportuno de las prestaciones del contratista; y, b) que dicho evento no es imputable al contratista.

Sólo en los supuestos indicados procedería que la Entidad reconozca la ampliación de un contrato celebrado.

Sin perjuicio de lo señalado, cabe indicar que de conformidad con lo establecido en el cuarto párrafo del artículo 259º del Reglamento, toda solicitud de ampliación de plazo debe efectuarse dentro del plazo vigente de ejecución.  

3.
CONCLUSIÓN
Si bien la normativa de contrataciones públicas permite la incorporación de modificaciones al contenido del contrato, éstas no pueden versar sobre los aspectos fundamentales que motivaron la selección del postor adjudicado tales como el objeto, plazo, características técnicas, precio, entre otras, en cumplimiento de los principios de transparencia, libre competencia y trato justo e igualitario de postores. Sólo en los supuestos indicados en el artículo 42º de la Ley, complementado con el artículo 232º del Reglamento, procedería que la Entidad reconozca la ampliación de plazo de un contrato, previa solicitud del contratista que tendría que efectuarse dentro del plazo vigente de ejecución.  

Jesús María, 02 de julio de 2008
VVS/MPC
� Cabe anotar que, este Consejo Superior en anteriores oportunidades ha opinado que podría operar la modificación del contrato siempre que ello se deba a que el contratista, en la ejecución del contrato, solicita que se acepten bienes con mejores características técnicas —innovaciones tecnológicas— a las ofertadas, que no impliquen la desnaturalización del objeto del contrato ni un incremento del precio pactado. No obstante, tales modificaciones sólo cabrían si las características nuevas satisfacen la necesidad de la Entidad y siempre que ésta manifieste expresamente su conformidad (Opinión N.º 110-2005/GTN).








